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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y la Jueza Cintrón Cintrón. 
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico,  a 24 de agosto de 2016. 

 Mediante recurso de revisión judicial, Transporte Rodríguez 

Asfalto, Inc. solicita a este Tribunal la revocación de una subasta 

para la compra de asfalto. El argumento central del recurrente es 

que la entidad a la que se le adjudicó la buena pro estaba impedida 

de licitar. En la alternativa, el recurrente planteó que sus 

instalaciones estaban más cerca del Departamento de Obras 

Públicas del Municipio y que ese criterio debió ser relevante para la 

para la adjudicación. Adelantamos, que por las razones que 

detallaremos, confirmamos.   
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I 

 El 22 de junio de 2016, la Junta de Subastas de Arecibo 

notificó la adjudicación de la buena pro de una subasta que 

comprendía diversos bienes y servicios. En lo pertinente a este 

caso, el renglón que está en controversia es el número 9, sobre 

“hormigón asfáltico tomado en planta por tonelada”. Dos compañías 

cotizaron para este renglón. La oferta de Transporte Rodríguez fue 

de $70.00. A esos setenta dólares se le aplicó un 10% por la Ley de 

Preferencia y la oferta final fue de $63.00. Por su parte, Super 

Asphalt ofertó $74.00. A esa cantidad se le aplicó un 15% por la Ley 

de Preferencia, por lo que su oferta final fue de $62.90. La Junta 

determinó adjudicar la subasta a Super Asphalt como “postor más 

bajo al aplicar ley de preferencia.”1 

 Inconforme, el 29 de junio de 2016 Transporte Rodríguez 

presentó ante este Tribunal el recurso de revisión judicial que nos 

ocupa. Le imputó los siguientes errores a la Junta: 

PRIMER ERROR: Erró la Junta de Subastas del 
Municipio de Arecibo al sustentar su decisión de 
adjudicar el ítem número 9 (Hormigón Asfáltico tomado 
en planta) de la Subasta General del Año Económico 
2015-16 para regir Año Económico 2016-17, Renglón 
#8: Compra de Asfalto, a la licitadora Super Asphalt 

                                                 
1
 Véase la página 5 del apéndice del recurso de revisión judicial. Advertimos que la 

resolución de la Junta para adjudicar la subasta a Super Asphalt es escueta. Sin 
embargo, entendemos que, por la naturaleza de esta decisión basada en el costo, es 
suficiente para comunicar a los licitadores el fundamento de la decisión, de manera que 
pudieran ejercer sus reclamos a raíz de su notificación y a la vez, permite a este Tribunal  
ejercer nuestra facultad revisora. Sabemos que los procedimientos de subasta son de 
naturaleza informal y que no exigen que los entes adjudicadores plasmen 
determinaciones de hecho y de derecho. Basta con que el organismo concerniente 
establezca razones suficientes que pongan en conocimiento a las partes y al tribunal 
sobre las bases que propiciaron su decisión. Véase, Pta. Arenas Concrete, Inc. v. J. 
Subastas, 153 DPR 733 (2001); Rivera Santiago v. Srio. de Hacienda, 119 DPR 265, 
275-276 (1987); Godreau & Co. v. Com. Servicio Público, 71 DPR 649, 655-656 (1950). 
En este caso, aunque escuetamente, la Junta de Subastas de Arecibo cumplió con este 
criterio en vista del fundamento en el que descansó la adjudicación.  Sobre esa base la 
tabla que acompañaba a la carta a los licitadores incluía los datos e información 
relevante, como precio ofertado,  precio final, bienes o materiales a adquirirse, lugar de 
recogido, etcétera. Obviamente pudo haber sido más claro si lo hubiera hecho  de 
manera narrativa. Por ello, exhortamos a la Junta de Subastas de Arecibo que en futuras 
ocasiones fundamente con mayor amplitud sus decisiones. No hacerlo, como 
mínimamente corresponde, implicaría la falta de jurisdicción de este Tribunal para revisar 
este tipo de adjudicación, con la consecuencia de que el asunto vuelva nuevamente a la 
Junta para su debida fundamentación. En esta ocasión, sin embargo, satisfizo 
mínimamente  esta exigencia. 
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Pavement, Corp. debido a que, según se desprende de 
la Sentencia emitida en el caso KLRA201501289 ante 
el Tribunal de Apelaciones, Región Judicial de San 
Juan, esta es codueña de Asphalt Solutions Toa Alta, 
LLC. en conjunto con BTB Corporation, la cual a su vez 
fue suspendida del Registro Único de Licitadores” 
mediante Resolución en reconsideración emitida el 23 
de abril de 2015 por la Administración de Servicios 
Generales del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y 
confirmada en apelación ante el Tribunal de 
Apelaciones, Región Judicial de San Juan, mediante 
Sentencia emitida en el caso KLRA201500739, por lo 
que también debe estar impedida de licitar.  
 
SEGUNDO ERROR: Erró la Junta de Subastas del 
Municipio de Arecibo al sustentar su decisión de 
adjudicar el ítem 9 (Hormigón Asfáltico tomado en 
planta) del Renglón #8 de la subasta a la licitadora 
Super Asphalt Pavement, Corp. a pesar de que la 
planta de asfalto del recurrente Transporte Rodríguez 
está localizada a una distancia mucho menor que la 
planta de la agraciada Super Asphalt Pavement, Corp., 
en crasa violación a los mejores intereses del 
municipio.  
 

 El mismo día en que Transporte Rodríguez presentó el 

recurso, la compañía solicitó la paralización de los procesos de 

adjudicación. Debido a que la parte incumplió con el requisito de 

notificación simultánea que contempla la Regla 79 (E) de nuestro 

Reglamento cuando se solicita este tipo de orden, le concedimos un 

término para que acreditara el cumplimiento con este requisito. 

Dentro del plazo concedido, el recurrente acreditó el cumplimiento y 

el 30 de junio de 2016 ordenamos la paralización de los procesos 

de adjudicación. A su vez, le concedimos un término de 10 días a la 

recurrida para que expresara su posición. El 10 de julio de 2016 el 

Municipio sometió su alegato. Por su parte, Super Asphalt 

compareció el 1 de agosto de 2016 en oposición. Esa compañía 

también nos solicitó la fijación de una vista oral para dilucidar el 

recurso. Declaramos dicha solicitud no ha lugar y pasamos a 

resolver.  
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II 

-A- 

El procedimiento de subasta pública está revestido del más 

alto interés público en aras de promover la inversión adecuada, 

responsable y eficiente de los recursos económicos del Estado. Aut. 

Carreteras v. CD Builders, Inc., 177 DPR 398, 404 (2009); A.E.E. v. 

Maxon, 163 DPR 434, 440 (2004). Como la adjudicación de las 

subastas gubernamentales conlleva el desembolso de fondos del 

erario, “la consideración primordial al momento de determinar quién 

debe resultar favorecido en el proceso de adjudicación de subastas 

debe ser el interés público en proteger los fondos del pueblo de 

Puerto Rico.” Cordero Vélez v. Municipio de Guánica, 170 DPR 237, 

245 (2007). El esquema de las subastas asegura la competencia 

equitativa entre los licitadores a la vez que evita la corrupción y 

minimiza los riesgos de incumplimiento. Aut. Carreteras v. CD 

Builders, Inc., supra, pág. 404; véase, también, Justiniano v. E.L.A., 

100 DPR 334, 338 (1971). En materia de adjudicación de subastas 

el Tribunal Supremo ha señalado: 

La buena administración de un gobierno es una virtud 
de democracia, y parte de una buena administración 
implica llevar a cabo sus funciones como comprador 
con eficiencia, honestidad y corrección para proteger 
los intereses y dineros del pueblo al cual dicho gobierno 
representa. Mar-Mol Co., Inc. v. Adm. Servicios Gens., 
126 D.P.R. 864, 871 (1990).       
 
De ordinario, la agencia o municipio adjudicará una subasta al 

postor más bajo. El fin que se persigue es evitar el favoritismo, la 

corrupción, la extravagancia y el descuido al otorgarse los contratos 

y, a su vez, que se obtenga el servicio o el bien al menor costo 

posible para el ente público. Justiniano v. E.L.A., supra, pág. 338. 

Por tal razón, es necesaria la competencia libre y transparente en 

las proposiciones entre el mayor número de licitadores posible de 
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manera que el Estado consiga que se realice la obra al precio más 

bajo factible. RBR Const., S.E. v. A.C., 149 DPR 836, 848-849 

(1999). Sin embargo, el requisito del menor postor no es inflexible, 

ya que no siempre el interés público se ve mejor servido a través de 

la oferta más baja.2 Ese importante criterio se evaluará junto a otros, 

procurando alcanzar de esa manera lo que resulte mejor o más 

beneficioso, luego de una evaluación integral y abarcadora de todos 

los factores relevantes. Véase, Torres Prods. v. Junta Mun. 

Aguadilla, 169 DPR 886, 897 (2007).3 

-B- 

Dado el rigor y disciplina que se debe aplicar al desembolso 

de los fondos públicos, el 29 de diciembre de 2000, la legislatura 

aprobó la Ley núm. 458. Esta ley hizo extensiva la política pública 

contra la corrupción al ámbito de la contratación gubernamental, en 

vista de que “el adecuado manejo de los fondos del erario 

constituye un asunto investido de alto interés público.” Casco Sales 

v. Mun. de Barranquitas, 172 DPR 825, 837 (2007); Costa Azul v. 

Comisión, 170 DPR 847, 854 (2007); Accumail P.R. v. Junta Sub. 

A.A.A., 170 DPR 821, 831 (2007). La Ley 458 tiene como fin 

establecer una prohibición de adjudicar subastas y contratos a 

personas que hayan sido convictas de delitos constitutivos de 

fraude, malversación o apropiación ilegal de fondos públicos. 3 

LPRA sec. 928. Incluso, la Ley establece que la comisión de los 

delitos contemplados en su Artículo 3, 3 LPRA sec. 928b,4 es causa 

                                                 
2
 Considérese que ningún postor, incluyendo el más bajo, tiene un derecho adquirido en 

una subasta. Great Am. Indem. Co. v. Gobierno de la Capital, 59 DPR 911, 916 (1942).    

3
 Es significativo que las gestiones de compra y contratación que llevan a cabo las 

instrumentalidades públicas cumplan con la ley y que los licitadores reciban un trato 
justo. Después de todo, “[l]a adecuada fiscalización de la utilización de los dineros del 
erario resulta de vital importancia para mantener la confianza del ciudadano en el 
Gobierno y una democracia saludable.” RBR Const., S.E. v. A.C., supra, pág. 856. 

4
 Los delitos son los siguientes: (1) apropiación ilegal agravada en todas sus 

modalidades; (2) extorsión; (3) fraude en las construcciones; (4) fraude en la ejecución 
de obras de construcción; (5) fraude en la entrega de cosas; (6) intervención indebida en 
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de rescisión automática de contratos e impedimento legal para el 

otorgamiento de contratos futuros. 3 L.P.R.A. sec. 928c. La 

prohibición aplicaría por un término de veinte años, contados a partir 

de la convicción correspondiente en casos por delito grave, y por un 

término de ocho años en casos por delitos menos grave. 3 LPRA 

sec. 928d.  

Con posterioridad, la Asamblea Legislativa enmendó la Ley 

458, mediante la Ley Núm. 428 de 22 de septiembre de 2004 y 

añadió un segundo párrafo al Artículo 7 que lee de la siguiente 

forma: 

[…] toda persona natural o jurídica que desee 
participar de la adjudicación de una subasta o el 
otorgamiento contrato alguno con cualquier agencia o 
instrumentalidad gubernamental, corporación pública o 
municipio para la realización de servicios o la venta o 
entrega de bienes, someterá una declaración jurada 
ante notario público donde informará si ha sido convicta 
o se ha declarado culpable de cualquiera de los delitos 
enumerados en la sec. 928b de este título, o si se 
encuentra bajo investigación en cualquier 
procedimiento legislativo, judicial o administrativo, ya 
sea en Puerto Rico, Estados Unidos de América o 
cualquier otro país, para poder participar en la 
adjudicación a otorgamiento de cualquier subasta o 
contrato, respectivamente. Si la información fuere en la 
afirmativa, deberá especificar los delitos por los cuales 
fue hallado culpable o hizo la alegación de culpabilidad. 
3 LPRA sec. 928f. 

 
Según la exposición de motivos de la Ley 428-2004, tal 

enmienda respondía al interés de que la entidad de gobierno tuviera 

conocimiento de antemano sobre cualquier conducta previa de los 

posibles contratantes relacionada con el uso y manejo de fondos 

públicos. Dicha medida respondía, además, al hecho de que 

                                                                                                                                     
los procesos de contratación de subastas o en las operaciones del Gobierno; (7) soborno 
en todas sus modalidades; (8) soborno agravado; (9) oferta de soborno; (10) influencia 
indebida; (11) delitos contra fondos públicos; (12) preparación de escritos falsos; (13) 
presentación de escritos falsos; (14) falsificación de documentos; (15) posesión y 
traspaso de documentos falsificados.  La ley  también dispone que para fines de la 
jurisdicción federal o de los estados o territorios de los Estados Unidos de América, 
aplicará la prohibición contenida en casos de convicción por los delitos cuyos elementos 
constitutivos sean equivalentes a los de los referidos delitos. Artículo 3, 3 LPRA sec. 
928b. 
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resultaría oneroso imponerle al jefe de agencia o instrumentalidad 

gubernamental, corporación pública o municipio, la responsabilidad 

de corroborar el expediente criminal de cada persona que 

pretendiese participar en la adjudicación de una subasta o en el 

otorgamiento de un contrato. Véase, Accumail P.R. v. Junta Sub. 

A.A.A., supra, pág. 832. Por tanto, la obligación establecida de 

presentar una declaración jurada en la que se certifique si ha sido 

convicta o se ha declarado culpable de haber cometido algún delito 

detallado en la ley, “recae sobre la persona que participa en una 

subasta o en el otorgamiento de un contrato con un jefe de agencia 

o instrumentalidad del Gobierno, corporación pública o municipio”, 

mas, “no obliga a que la entidad licitadora, en caso de que sea una 

persona jurídica, exprese si alguno de sus oficiales se encuentra en 

alguna de estas circunstancias.” Accumail P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 

supra, pág. 832-833. 

Si de la declaración jurada surge una convicción o declaración 

de culpabilidad por cualquiera de los delitos enumerados en el 

Artículo 3 de la Ley 458, “se aplicará la prohibición que dicha ley 

dispone para la contratación, subcontratación o adjudicación de 

subastas.” Costa Azul v. Comisión, supra, pág. 857. La 

jurisprudencia ha calificado el cumplimiento de la aludida 

declaración jurada como “un requisito indispensable para poder 

participar en la adjudicación de una subasta o para el otorgamiento 

de un contrato con cualquier agencia o instrumentalidad 

gubernamental, corporación pública o municipio.” Id., pág. 857. 

Dado que es un requisito indispensable, la parte que no lo satisfaga 

no podrá participar de la subasta. Id., págs. 860-861.5 

                                                 
5
 La Ley 458 impone el deber de someter la declaración jurada, indistintamente de si la 

contestación es en la afirmativa o en la negativa: “la obligación de someter la declaración 
jurada no depende de que la respuesta sea  afirmativa o negativa, pues la ley especifica 
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-C- 

Las subastas que se llevan a cabo por los municipios se rigen 

por la Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, conocida como la Ley 

de Municipios Autónomos, 21 LPRA sec. 4501 et seq., y por el 

Reglamento de Subastas promulgado por el municipio en particular. 

Por lo general, las juntas de subastas municipales deberán 

examinar y adjudicar las proposiciones que les sean sometidas en 

consideración a los mejores intereses del municipio en cuestión. 

Incluso, la Ley de Municipios Autónomos en el Artículo 10.006 

engloba este fin: 

(a) Criterios de adjudicación −Cuando se trate de 
compras, construcción o suministros de servicios, la 
Junta adjudicará a favor del postor razonable más bajo. 
En el caso de ventas o arrendamiento de bienes 
muebles e inmuebles adjudicará a favor del postor más 
alto. La Junta hará las adjudicaciones tomando en 
consideración que las propuestas sean conforme a las 
especificaciones, los términos de entrega, la habilidad 
del postor para realizar y cumplir con el contrato, la 
responsabilidad económica del licitador, su reputación e 
integridad comercial, la calidad del equipo, producto o 
servicio y cualesquiera otras condiciones que se hayan 
incluido en el pliego de subasta.         
  
La Junta podrá adjudicar a un postor que no sea 
necesariamente el más bajo o el más alto, según sea el 
caso, si con ello se beneficia el interés público. En este 
caso, la Junta deberá hacer constar por escrito las 
razones aludidas como beneficiosas al interés público 
que justifican tal adjudicación. […]  21 LPRA sec. 4506 
(a). 
 

-D- 

En lo que respecta a la revisión judicial de las subastas 

gubernamentales, “la norma es que las agencias [y municipios] 

gozan de una amplia discreción en la evaluación de las propuestas 

sometidas ante su consideración.” Caribbean Communications v. 
                                                                                                                                     
y dispone qué se hará en el caso de que la información sea en la afirmativa.” Id., pág. 
859. El hecho de que la información se requiera mediante una declaración jurada ante 
un notario público pretende disuadir a las personas de someter información falsa, por lo 
que “todo aquel que mienta quedará expuesto a una convicción por el delito de perjurio.” 
Id. De tal modo “se avanza hacia el fin procurado por el legislador de poder identificar las 
personas deshonestas y de poca integridad, para evitar contratar con ellas.” Id., págs. 
859-860.  
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Pol. de P.R., 176 DPR 978, 1006 (2009). Esto se debe a la 

experiencia y especialización que se les reconoce en el campo 

especializado en el que operan. Por tanto, corresponde a la parte 

recurrente demostrar fehacientemente que el criterio de la agencia 

se desvió de tal manera del correcto proceder que la decisión 

tomada resulta ser arbitraria o caprichosa. A su vez, la parte que 

impugna la determinación de la agencia recurrida tiene la obligación 

de identificar en el expediente de la subasta la prueba que 

menoscabe la razonabilidad de la decisión tomada. Misión Ind. P.R. 

v. J.P., supra, págs. 134-135. 

III 

 En la discusión del primer error la parte recurrente alude al 

caso KLRA201501289. En esa decisión un Panel de este Tribunal 

confirmó la determinación final de la Administración de Servicios 

Generales (ASG), entidad encargada de administrar y manejar el 

Registro Único de Licitadores, de suspender a la compañía Asphalt 

Solutions Toa Alta, LLC (“ASTA”) de ese Registro y, por ende, de 

participar por un período de 3 años como licitador en procesos de 

subasta pública.6 Esa determinación se emitió el 3 de julio de 2015. 

Asimismo, el recurrente aludió a otro caso en el que la ASG 

suspendió a BTB Corporation (“BTB”) del Registro de Licitadores, 

también por un período de 3 años,  mediante determinación  del  23 

de abril de 2015. Estas dos determinaciones son ciertamente 

pertinentes  a este proceso, porque para agosto de 2014 la dueña 

principal de ASTA era BTB, que poseía el 90% de las acciones, 

mientras que la compañía recurrida en este caso poseía el restante 

                                                 
6
 La constancia en el Registro Único de Licitadores es obligatoria para toda persona o 

empresa interesada en participar en los procedimientos de adquisición de bienes y 
servicios, ya sea de las instrumentales de la Rama Ejecutiva, de las corporaciones 
públicas o de los municipios. Véase el Artículo 1.3 del Reglamento del Registro Único de 
Licitadores del Gobierno de Puerto Rico, Reglamento núm. 8182.  
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10%. Ahora bien, el 5 de agosto de 2014 BTB le vendió la totalidad 

de su participación de 90% de las acciones de ASTA a Super 

Asphalt. Esta última compañía adquirió, desde entonces, la totalidad 

de las acciones de ASTA. Con esto en mente en su escrito ante 

nosotros el recurrente esgrime que, como titular de las acciones de 

ASTA, Super Asphalt debió estar igualmente impedida de licitar en 

esta subasta. Además, plantea que la planta que pretende utilizar 

Super Asphalt para suplir asfalto al municipio de Arecibo es la 

misma de ASTA.  Concretamente el recurrente arguye: 

 En este caso, el licitador agraciado Super Asphalt 
sometió su propuesta a la Junta de Subastas del 
Municipio de Arecibo estando impedida de licitar en 
dicha subasta por ser codueña en conjunto con BTB 
Corporation, Corp. de la subsidiaria Asphalt Solutions 
Toa Alta, LLC. Tanto BTB Corporation como su 
subsidiaria Asphalt Solutions Toa Alta, LLC. fueron 
suspendidos del Registro Único de Licitadores por tres 
(3) años. Esta suspensión se hace extensiva a sus 
subsidiarias, afiliadas y entidades con las cuales 
comparte accionista, directores y oficiales.  
 
 […] Super Asphalt sometió su declaración jurada 
[, según mandata la Ley núm. 458,] a sabiendas de que 
BTB Corporation está vedado de licitar, induciendo a 
error a la Junta de Subastas del Municipio y violando 
las disposiciones de la Ley 458, supra. La suspensión 
de BTB Corporation del Registro Único de Licitadores 
se hace extensiva a sus subsidiarias, afiliadas y 
entidades con las cuales comparte accionistas, 
directores y oficiales. Dado que Super Asphalt y BTB 
Corporation comparten directores en la junta de 
Directores de Asphalt Solutions Toa Alta, LLC., al 
licitador agraciado en la presente subasta, Super 
Asphalt, también le aplica la prohibición de licitar en 
subastas gubernamentales. 
 
 Por tanto, en aras de hacer cumplir el estado de 
derecho actual de que sólo se contrate con suplidores 
de probada solvencia moral y económica, y de que se 
cumpla con la Resolución emitida por la Administración 
de Servicios generales suspendiendo a BTB 
Corporation del Registro Único de Licitadores y a sus 
subsidiarias, afiliadas y entidades con las cuales 
comparte accionistas, directores y oficiales, este 
Tribunal debe revocar la adjudicación de esta subasta a 
Super Asphalt Pavement, Corp.7  

                                                 
7
 Véase las páginas 6 y 7 del recurso de revisión judicial.  
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 La recurrente no tiene razón en su reclamo. La controversia 

acerca de si Super Asphalt debe ser descalificada por sus vínculos 

con las compañías suspendidas del Registro Único de Licitadores, 

fue ya atendida y adjudica por la entidad gubernamental con la 

competencia y pericia para ello: la Administración de Servicios 

Generales (ASG). Surge del expediente que para el 22 de abril de 

2016 la ASG emitió una Resolución en la que se formularon 

idénticos planteamientos a los que aquí se esgrimen.  En dicha 

Resolución la ASG denegó una petición de la compañía Betteroads 

Asphalt para que se suspendiera a Super Asphalt del Registro 

Único.8 Betteroads argumentaba que Super Asphalt era un alter ego 

de BTB, de Asphalt Solutions Toa Alta y de Asphalt Solutions Hatillo 

y que estaba siendo utilizada para eludir la sanción de suspensión 

del Registro de Licitadores impuesta a estas compañías.9 In 

extenso, reproducimos a continuación el análisis y la respuesta de 

la ASG a ese pedido: 

 Es nuestra apreciación que Super Asphalt no 
guarda relación con la alta gerencia de BTB o sus 
subsidiarias. Al respecto, es menester indicar que de la 
evidencia documental trasciende que Super Asphalt fue 
incorporada el 24 de marzo de 1999 por la Sra. Mariel 
Rodríguez Rodríguez como única incorporadora y su 
agente residente lo es el Sr. Paride Mazza, mientras 
que BTB se incorporó el 20 de noviembre de 2003 
únicamente por la Sra. María Medina Pérez y aparece 
designado como su agente residente MHSJ Corporate 
Services, LLC.  
 
 En cuanto a Asphalt Solutions Toa Alta, LLC, 
surge del Certificado de Organización expedido por el 
Departamento de Estado, que esta es una compañía de 
responsabilidad limitada con fines de lucro organizada 

                                                 
8
 El número de caso es C-16-044.  

9
 Según surge de la Resolución emitida por la ASG, Betteroads contendía “que las 

prácticas antiéticas e ilegales que promueve Super Asphalt al entrar en colusión con 
otros licitadores, hacer falsas representaciones para acreditarse como licitador victorioso 
y prestarse para actuar como alter ego de tres empresas que están suspendidas de 
hacer negocios con el Gobierno y que lo continúan haciendo por conducto de ésta, 
fundamenta sus suspensión del RUL.” Véase la página 3 del apéndice del escrito en 
oposición sometido por Super Asphalt.  
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el 31 de mayo de 2012; como agente residente está 
designado el Sr. Francisco Arias. Surge de la 
documentación que Asphalt Solutions Hatillo, LLC 
también se organizó el 31 de mayo de 2012 y como 
agente residente y persona autorizada aparece el Sr. 
Juan Vázquez. 
 
 Otros documentos con información pertinente son 
los Certificados de Elegibilidad emitidos por el RUL. El 
Certificado de Elegibilidad Núm. 22066 expedido por el 
RUL a BTB para el período del 18 de junio de 2013 al 
18 de junio de 2014, establece las siguientes personas 
como autorizadas para firmar ofertas: 
 
 Luis Sanabria Pérez – Gerente de Ventas 
 Francisco Martínez – Business Support 
 Lourdes Pérez – Business Support 
 
 Por su parte, el Certificado de Elegibilidad de 
Asphalt Solutions Toa Alta para el período del 20 de 
noviembre de 2013 al 20 de noviembre de 2014, revela 
que las siguientes tres personas están autorizadas a 
firmar ofertas, a saber: 
 
 Juan Vázquez – Presidente/Tesorero 
 Luis Sanabria – Gerente de Ventas 
 Rodrigo Nevares – Ventas y Mercadeo 
 
 Ahora bien, el Certificado de Elegibilidad Núm. 
201502578 expedido a Super Asphalt para el período 
del 22 de septiembre de 2015 al 22 de septiembre de 
2016, indica que están autorizadas a firmar ofertas los 
siguientes: 
 
 Francisco Arias – Vicepresidente 
 Gregory Mazza – Vicepresidente  
 Edward Crespo Cardona – Gerente de Ventas 
 
 Vemos, pues, que las empresas tienen grupos 
gerenciales/directivos diferentes, y no se ha aportado 
evidencia que demuestre que Super Asphalt comparta 
o guarde relación con los accionistas, pasados o 
presentes, de BTB, ni con sus directores u oficiales. 
 
 Por otro lado, es aquí de señalar que no existe en 
autos evidencia de identidad en las operaciones de una 
y otra empresa que denote confusión entre los entes 
jurídicos aquí en cuestión. Tampoco estamos aquí ante 
un escenario de una relación matriz (BTB) – subsidiaria 
(Super Asphalt) entre las compañías. Mucho menos se 
ha establecido que haya recaído una determinación de 
un foro con jurisdicción y competencia estableciendo 
que Super Asphalt es alter ego de BTB o de sus 
subsidiarias. 
 
 En otras palabras, en todo sentido titular, 
económico y operacional estamos ante entes jurídicos 
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distintos. Super Asphalt es, pues, una entidad 
totalmente separada y ajena de BTB. Por lo tanto, 
Super Asphalt no queda afectada por la sanción que le 
fuera impuesta a BTB y a sus subsidiarias mediante los 
casos administrativos previamente referidos: C-15-064, 
C-15-087 y C-15-088.  
 
 […] Conforme a lo expuesto, se declara No Ha 
Lugar la solicitud de exclusión de la compañía Super 
Asphalt Pavement Corp. del Registro Único de 
Licitadores.10  
 

 Como vemos, la ASG concluyó que Super Asphalt no era alter 

ego de las referidas compañías, ni era utilizada para circunvalar la 

descalificación de esas empresas del registro de licitadores. 

Precisamente lo anterior es lo que el recurrente reclama o plantea 

en el presente caso. En cambio, este asunto ya fue resuelto y 

adjudicado concluyentemente por el organismo con el expertise, 

pericia y jurisdicción para dilucidar este tipo de controversia. En 

otras palabras, el propio organismo que tomó las decisiones de 

excluir a las mencionadas empresas  del registro de licitadores, que 

por encomienda de Ley administra ese Registro, y quien cuenta con 

jurisdicción primaria para atender un pedido como el que se le 

formuló en aquel caso y que se reproduce en éste, ya adjudicó que 

no procedía por ese fundamento descalificar a Super Asphalt del 

Registro Único. Mientras esta empresa forme parte de ese Registro, 

está autorizada a comparecer, licitar y obtener la buena pro en 

cualquier subasta. En consecuencia, no podemos acoger el 

argumento del recurrente de extenderle a Super Asphalt la 

penalidad impuesta a estas otras compañías para, de este modo, 

descalificarla como  licitadora en el presente proceso de subasta, 

cuando dicha compañía permanece en el Registro Único de 

Licitadores por decisión del organismo competente para autorizarlo 

                                                 
10

 Véase las página 9-12 del apéndice del escrito en oposición sometido por Super 
Asphalt, (nota al calce omitida).  
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luego de pasar juicio sobre los argumentos aquí expuestos en 

contra de la recurrida. Decidir lo contrario implicaría, además, 

penalizar a Super Asphalt  por el acto lícito de adquirir las acciones 

o activos de esas empresas en circunstancias en las que nada en 

los autos apunta a que hubiera participado en las actividades ilícitas  

de esas compañías o hubiera incurrido en conducta que justificara 

que se le excluyera del Registro Único. De ahí que, nada en la Ley  

le impedía concurrir en la licitación de los bienes y servicios públicos 

objeto de esta subasta.11 Por tanto, el primer error señalado no fue 

cometido.  

 En su segundo error el recurrente plantea que la Junta debió 

considerar que su planta está a una distancia más próxima que la 

de Super Asphalt. Recalcó que la diferencia entre el precio del 

licitador agraciado y el suyo era mínima (.10 centavos) y que como 

se trataba de asfalto tomado en planta “era imperativo que al 

momento de adjudicar dicho renglón la Junta de Subastas tomara 

en consideración las distancias entre el Departamento de Obras 

Públicas Municipales de Arecibo y cada una de las plantas de 

asfalto de los licitadores.”12 En esa dirección, el recurrente acentúa 

que “[l]a distancia entre el Municipio y las plantas de asfalto es un 

factor determinante puesto que el Municipio es el responsable de 

tomar el asfalto en la planta del licitador que salga agraciado y para 

esto tiene que incurrir en gastos de acarreo que no están 

contemplados en el precio ofertado.”13 Según datos provistos por el 

recurrente, la distancia entre su planta y el Departamento de Obras 

                                                 
11

 La determinación de la ASG a la que aludimos mantiene una presunción de corrección 
hasta tanto sea revisada o revocada por un foro competente.  

12
 Véase la página 10 del recurso de revisión judicial.  

13
 Véase la página 10 del recurso de revisión judicial.  
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Públicas Municipales de Arecibo es de 6.5km y la de la planta de 

Super Asphalt a ese lugar es de 14.72km. 

 Por su parte, en su alegato el municipio subraya que “ambas 

plantas de asfalto se encuentran a una distancia razonable la cual 

no puede ser delimitada a un solo punto de partida como pretende 

la recurrente.”14 Añade que: “Arecibo es el municipio con mayor 

extensión territorial en todo Puerto Rico con un total de 171.22 

millas cuadradas, por lo que los trabajos que requieran el uso del 

hormigón asfáltico pueden llevarse a cabo en distintos puntos de 

dicha extensión territorial.”15  

 A la luz de los referidos argumentos no podemos concluir con 

razonable  certeza que ese factor de la distancia deba ser un factor 

determinante para variar la decisión  en este caso. En primer lugar,  

la distancia que se tiene que recorrer desde una planta y la otra 

hasta el Departamento de Obras Públicas municipal es 

relativamente corta,  no representa un trayecto significativo.  A ello 

se añade el hecho de que tal factor podría variar dependiendo de 

dónde exactamente el municipio tenga que transportar el asfalto, 

como correctamente señala el municipio en su alegato. De ahí que, 

este factor  aunque pertinente en otros contextos,  aquí no justifica 

variar la adjudicación de la subasta al recurrente.     

En suma, en este tipo de recurso es nuestra función constatar 

que las subastas se lleven a cabo de forma justa entre los 

licitadores y en protección del interés público, de manera que se 

evite la corrupción, el despilfarro o la malversación del erario. En el 

presente recurso no vemos que la Junta de Subasta de Arecibo se 

haya desviado de esa norma u objetivo,  ni la parte recurrente nos 

                                                 
14

 Véase la página 6 del alegato del municipio.  

15
 Véase la página 7 del alegato del municipio. 
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ha persuadido sobre la irrazonabilidad o impropiedad de la 

determinación. Recuérdese que las decisiones de los entes 

administrativos gozan de una presunción de legalidad y corrección 

que este tribunal apelativo está llamado a respetar. Solo podemos 

intervenir cuando estemos convencidos de que al tomar su 

determinación el ente actuó de forma arbitraria, ilegal o 

irrazonablemente. Véase, Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 

(2006). Esta no es la situación en este caso.  

IV 

 Por las razones antes expuestas, se confirma la 

determinación recurrida y se deja sin efecto la paralización de los 

procesos.  

 Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, fax o por 

teléfono, y por la vía ordinaria.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 La Juez Cintrón Cintrón disiente con opinión escrita. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
 


